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las víctimas del conflicto armado interno*
Gonzalo Cataño
reSumeN 
Este ensayo estudia las nociones de víctima y conflicto arma-
do, y examina los derechos de las víctimas. Ofrece, además, 
estadísticas sobre víctimas en el Ejército Nacional y bajas en 
las organizaciones guerrilleras. Describe con algún detalle 
el caso de un homicida (victimario) que arrasó pueblos, co-
munidades y familias enteras del mundo rural colombiano. 
Sus declaraciones constituyen un ejemplo emblemático del 
derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación. Se sabe 
que el conocimiento de lo sucedido libera: es el punto de 
partida de la catarsis, de la purificación interior demandada 
por aquellos que ignoran la suerte de sus seres queridos. 
INtroduccIóN
La noción de víctima parece clara a primera vista, pero una 
vez se reflexiona sobre su contenido y alcance, la simplici-
dad se esfuma. Una aproximación inicial indica que se trata 
* El autor agradece la lectura, los comentarios y revisiones de contenido y forma 
emprendidas por Juan Camilo Rodríguez, Mauricio Pérez y Yolanda Ramírez 
Prado. 
306
de un individuo que sufre un accidente o de una persona 
–niño, prisionero, hombre o mujer con rasgos especiales– 
destinada a los sacrificios religiosos. Pero también se le 
emplea para designar a los muertos y lisiados de un desastre 
natural o, rozando la esfera jurídica, sujetos que sufren vio-
lencia injusta en su humanidad (un asalto) o en sus derechos 
(desalojo de la vivienda o pérdida de la propiedad). 
De víctima se deriva victimario, locución que alude al 
agresor, al autor de daños en los demás, acción que en dere-
cho toma la forma de atribución, a personas o instituciones, 
de lesiones punibles. Dado que la noción de víctima ha 
cobrado importancia en nuestros días –cuando una cosa 
aparece surgen las palabras para designarla y los especia-
listas para estudiarla–, su manejo ha promovido una espe-
cialidad dentro del derecho penal, la victimología, campo 
que examina el delito desde el punto de vista de la víctima. 
Es de reciente uso pero ya ocupa un nicho en los tratados 
de las disciplinas dedicadas al estudio del crimen, hasta 
llegar a hablarse de derecho victimal. Estos desarrollos han 
dado lugar, igualmente, a un verbo, victimar, causar vícti-
mas, y al adjetivo victimable, persona o grupo en peligro de 
ser victimado. El idioma se extiende a medida que surgen 
nuevos problemas y nuevas situaciones que afectan la vida 
de las personas. Cabe recordar aquí que no toda víctima es 
causada por un victimario, por un hombre o por una mujer 
que busca hacer daño a otro. Un desastre natural que no 
haya sido fruto de error humano es ajeno a esta relación 
causal, a no ser que la furia de la naturaleza se le atribuya a 
la ira de Dios, ente y cosa considerada por algunos pueblos 
el supremo hacedor del destino. Algo particular ocurre con 
el suicidio, un caso extremo donde la víctima y el victimario 
se unen en un solo acto y en una sola persona. 
La noción de víctima adquiere, sin duda, más presencia 
cuando se le une al mundo jurídico. Allí se tiende a defi-
nirla como el sujeto pasivo del delito, la persona que sufre 
el daño causado por el agresor en lo moral, el patrimonio, 
307
la integridad física y en ese campo nada fácil de definir pero 
no por ello menos significativo: el honor, la honra, el reco-
nocimiento social y profesional perdidos. Es el momento 
en el que surgen las disputas, las tensiones y el conflicto 
y cuando la idea de sociedad aparece con toda su fuerza. 
El agresor pone en cuestión los vínculos entre las perso-
nas y los lazos que tejen la asociación y la seguridad. Aquí 
es donde entra en escena el derecho, un componente de la 
cultura dirigido a tu-telar la convivencia. Regula, o intenta 
regular, las querellas para salvar la estabilidad social. Si al-
guien, la víctima, recibe una lesión, se espera que las reglas 
del consenso asentadas en la cultura penalicen al agresor y 
contribuyan a resarcir –a reparar y compensar– las pérdidas 
causadas por la conducta malhechora de un miembro de la 
sociedad sobre otro. Esta es la fuente de la figura derecho 
de las víctimas, posibilidad de reclamar el cubrimiento de 
una laceración en su humanidad o en sus bienes causada 
por agentes externos. 
Dada la extensión de la noción de víctima, el analista que 
se adentre en ella debe delimitar el campo de reflexión y 
estudio. En nuestro caso se trata de las víctimas del conflicto 
armado interno en Colombia. En este terreno surgen delitos 
de la más diversa índole, transgresiones que los organismos 
nacionales e internacionales han estado atentos a registrar 
y a judicializar. Como lo recuerdan los criminólogos, todo 
crimen es un delito –un acto contrario a la ley–, pero no 
todo delito es un crimen. Este último es un delito grave 
que trastorna la vida de un miembro de la comunidad. El 
homicidio es el ejemplo más recurrido, pero no el único. 
El desplazamiento y el despojo están entre sus patrones 
más aciagos. Los conflictos armados –internos o externos– 
portan, en general, los rasgos de los delitos graves, pero 
no les son extraños los de consecuencias más reducidas, 
como el hurto de un cerdo o de unos pollos por parte de 
un grupo guerrillero hambriento que se traslada apurado 
de una región a otra. 
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I. coNflIcto armado INterNo
La noción de conflicto armado interno alude a las tensiones 
de alta y baja intensidad surgidas dentro de un Estado. 
Las primeras son confrontaciones bélicas declaradas (una 
guerra civil), y las segundas, encuentros político-militares 
que no alcanzan la guerra convencional por mucho que 
lo busquen algunos de sus actores. Superan los disturbios 
domésticos cuando perduran, cuando dominan un territo-
rio de cierta extensión y cuando presentan organizaciones 
formales armadas que compiten la entidad encargada de 
velar por el orden interno y el ejercicio del derecho y de 
las libertades públicas, se muestra incapaz de controlarlos, 
exigiendo la presencia del Ejército, el organismo encargado 
de custodiar la soberanía, la independencia y las fronteras 
de la nación. Los conflictos internos pueden traducirse en 
conflictos externos. El levantamiento de los vietnamitas con-
tra sus gobernantes se tradujo en un aprieto internacional 
con la intervención de Estados Unidos, y las tensiones de 
Austria con Serbia dieron lugar al estallido de la Primera 
Guerra Mundial. 
El desenvolvimiento del conflicto armado interno co-
lombiano es una modalidad de guerra de baja intensidad. 
Se inició en los años sesenta con las guerrillas campesinas 
y se intensificó con el surgimiento de los paramilitares, los 
carteles de la droga y las bandas criminales más conocidas 
como “bacrim”. En este medio siglo, el Estado y sus me-
dios de coerción, el ejército y la policía, han logrado frenar 
los intentos de poner en cuestión su papel directivo en la 
sociedad, pero no han tenido la capacidad de reducir los 
focos de insurgencia y criminalidad organizada, especial-
mente en las regiones más agrestes del país. Las guerrillas 
atacan al Estado, los paramilitares surgen para frenar las 
acciones guerrilleras, los carteles de las drogas persiguen 
sus intereses económicos por fuera de la ley y las bacrim 
delinquen como una modalidad más del crimen organi-
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zado. En el desarrollo de esta dinámica, el narcotráfico ha 
penetrado a todos los grupos en conflicto, confiriéndoles 
una fuente eficaz de financiamiento y una vertiginosa vía 
de enriquecimiento para sus cúpulas. El dinero, que todo 
lo penetra y al que solo lo anima el éxito, la adquisición y 
la ganancia, que hace rico al pobre y más rico al rico, circula 
sin mayores obstáculos por los más diversos e inesperados 
intersticios de la estructura social. 
Atendiendo a este entramado de luchas y sufrimientos, el 
Estado ha promulgado leyes y acuerdos humanitarios diri-
gidos a la afirmación de la paz y la reconciliación nacionales. 
En uno de los artículos más significativos de la Ley 1592 de 
2012, ofreció una amplia y generosa definición de víctima: 
Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la 
persona que individual o colectivamente haya sufrido daños 
directos tales como lesiones transitorias o permanentes que 
ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o 
sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pér-
dida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. 
Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan 
transgredido la legislación penal, realizadas por miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley. 
El espíritu de la ley no se redujo a la persona directamente 
afectada. También incluyó a los familiares y, para facilitar su 
curso, la separó de la suerte que haya tenido el victimario. 
No es necesario que sea identificado, detenido, procesado 
o, aún más, condenado. En un conflicto armado interno los 
agresores son organizaciones, rara vez individuos, aunque 
es corriente que la comunidad los pueda señalar sin titubeos.
[En esta ley] también se tendrá por víctima al cónyuge, com-
pañero o compañera permanente, y familiar en primer grado 
de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando 
a ésta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. La 
condición de víctima se adquiere con independencia de que 
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se identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la 
conducta punible y sin consideración a la relación familiar 
existente entre el autor y la víctima.
La ley fue promulgada, ante todo, para proteger la sociedad 
civil, los ciudadanos de los poblados que no intervienen en 
la lucha y que al final son los que la sufren y la sobrellevan. 
Las guerrillas viven de las comunidades locales. Si se ena-
jenan su apoyo mueren. De ellas derivan los alimentos, el 
vestido, la seguridad, el descanso y la atención médica. Con 
los narcotraficantes y paramilitares sucede algo parecido. 
Se afincan en los pueblos y en ellos encuentran el soporte, 
consentido o impuesto por la fuerza, para el desarrollo de 
sus actividades. Y si el ejército y la policía son considerados 
enemigos y fuente de peligro en veredas y corregimien-
tos, sus labores de contrainsurgencia se verán seriamente 
limitadas, y a la lucha contra los alzados en armas tendrá 
que sumar la muda hostilidad de los naturales. En pocas 
palabras, en los conflictos armados internos la comunidad 
lo es todo. Está en medio de la lucha sin participar en ella. 
Soporta las desgracias y no obtiene ganancia alguna de 
las agresiones que le vienen de afuera y de las ofensivas 
que rondan su entorno. En las ofensivas pone los muertos, 
los heridos y la devastación de su economía y tras ella su 
modus vivendi. De allí que los actores del conflicto manifies-
ten luchar en su nombre bajo la seductora invocación de 
combates por el pueblo. 
La Ley 1592 de 2012 no habló solo de las comunidades. 
También incluyó a la Fuerza Pública, a los miembros del 
Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional 
que luchan contra los alzados en armas. A todos ellos ex-
tendió el amparo concedido a la sociedad civil:
Igualmente, se considerarán como víctimas a los miembros 
de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o 
permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, 
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psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de 
sus derechos fundamentales, como consecuencia de las accio-
nes de algún miembro de los grupos armados organizados 
al margen de la ley. Así mismo, se tendrán como víctimas al 
cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares 
en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la 
fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de 
actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como 
consecuencia de los actos ejecutados por algún miembro de 
los grupos armados organizados al margen de la ley. También 
serán víctimas los demás familiares que hubieren sufrido un 
daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria 
de la ley penal cometida por miembros de grupos armados 
organizados al margen de la Ley. 
El altruismo de la Ley 1592 subraya la atención a los grupos 
más vulnerables de la sociedad. “El Estado –reza la norma– 
ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a 
los grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones”, 
otorgándoles un enfoque diferencial en razón de su edad, 
género, raza, etnia, orientación sexual y situación de disca-
pacidad. La norma enumera con largueza estas colectivida-
des de mayor riesgo: mujeres y niños, ancianos y discapa-
citados, indígenas y homosexuales, gitanos y negritudes, 
líderes y víctimas de desplazamiento forzado, defensores 
de los derechos humanos y miembros de organizaciones 
sindicales. Gran parte de ellos son campesinos con escasas 
habilidades educativas y serias limitaciones en los funda-
mentos del alfabetismo: la lectura, la escritura y el manejo de 
las cuatro operaciones aritméticas. Están en seria desventaja 
y temen por su seguridad cuando se acercan a los juzga-
dos para hacer efectivo sus reclamos –sus derechos– en los 
procesos judiciales de acusación, señalamiento y denuncia. 
El hecho real, sin embargo, es que el cumplimiento de 
estas directivas es escaso y francamente ausente en las regio-
nes más apartadas del país. Municipios enteros carecen de 
policía y el ejército no tiene capacidad de rondar la totalidad 
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del territorio colombiano para cuidar de las comunidades 
más pequeñas donde se asientan la guerrilla, las bacrim y 
el cultivo, procesamiento y comercialización de la droga. 
Según cifras de la Defensoría del Pueblo, entre enero de 
2016 y junio de 2018 fueron asesinados 311 líderes sociales, 
siendo los departamentos más afectados Cauca, Antioquia 
y Norte de Santander (El Nuevo Herald, 2018). 
Estos crímenes han sido cometidos en antiguas zonas farc y 
en regiones de narcotráfico o minería ilegal, donde defensores 
de las comunidades se convirtieron en blancos selectivos de 
narcos, neoparas, disidencias de las farc, grupos del elN o ma-
fias políticas locales. [Lo mismo ha ocurrido con] reclamantes 
de tierras, defensores del medioambiente o de la sustitución 
de cultivos, denunciantes de la corrupción y promotores de 
la participación política de la comunidad (SaNtoS calderóN, 
2018, p. 215).
En pocas palabras, ley que carece de posibilidad de rea-
lización es formulación amable de buenos deseos y, si la 
redacción de su articulado atiende a los cánones de la ele-
gancia, que no siempre es el caso, quedará en los anales 
jurídicos como una manifestación más de las belles-lettres.
II. derecho de laS víctImaS
Las anteriores consideraciones nos llevan a abordar el dere-
cho de las víctimas, la potestad que tienen los lacerados de 
probar los daños ocasionados por otros y de hacer cumplir 
las reparaciones materiales y espirituales requeridas para 
saldar los perjuicios causados. Estos derechos fueron estam-
pados en la Ley 1448 de 2011, instrumento por el cual “se 
dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral 
a las víctimas del conflicto armado interno”. 
Los derechos son amplios y sin duda reparadores. El 
artículo 28 de dicha ley los consagró, y al ser formulados 
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como derechos, es porque alguien los puede reclamar y hacer 
cumplir:
1. Derecho a la verdad, justicia y reparación.
2.  Derecho a acudir a escenarios de diálogo institucional 
y comunitario.
3. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas 
adelantadas por el Estado para proteger y garantizar el 
derecho a la vida en condiciones de dignidad.
4. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria.
5. Derecho a participar en la formulación, implementa-
ción y seguimiento de la política pública de prevención, 
atención y reparación integral.
6. Derecho a que la política pública de que trata la presente 
ley tenga enfoque diferencial. 
7. Derecho a reunificación familiar cuando por razón de su 
tipo de victimización se haya dividido el núcleo familiar.
8. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en 
condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad, 
en el marco de la política de seguridad nacional.
9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere sido des-
pojado de ella.
10. Derecho a la información sobre rutas y medios de acceso 
a las medidas que se establecen en la presente ley.
11. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y 
administrativos que se estén adelantando, en los que 
tengan un interés como parte o intervinientes.
12. Derecho de las mujeres a vivir libres de violencia.
El Estado, la institución que ampara el derecho y lo ejecuta, 
¿tiene, en la actualidad, la capacidad de asumir el cum-
plimiento de estos mandatos en el territorio colombiano? 
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Un sociólogo podría argüir que, ante los hechos, muchas 
de estas disposiciones son “inexequibles”, es decir, no se 
ajustan a la realidad y no se llevan a cabo. Son ordenanzas 
que quedan en el imaginario popular como normas mora-
les que tratan de imponerse a la conducta mediante unos 
valores compartidos respecto de lo bueno y lo malo. Y, aún 
más, algunos de estos “derechos” carecen de probabilidad 
efectiva de coacción por parte de un cuadro administrativo 
(tribunales, juzgados y policía) que exija su observancia y 
castigue su transgresión (WeBer, 2014, pp. 163 y 166). 
El punto focal de la Ley 1448 es el derecho de las vícti-
mas a la verdad, a la justicia y a la reparación integral. Se 
espera que estos derechos se hagan efectivos cuando las 
víctimas participen en los procesos judiciales mediante la 
formulación de preguntas, el aporte de pruebas, la denun-
cia de bienes de los grupos armados organizados al margen 
de la ley y con el señalamiento de responsabilidades de sus 
miembros a nivel directivo o de sus combatientes rasos. 
El derecho a la verdad implica que se informe a las 
víctimas lo que sucedió y las razones que motivaron la 
acción de los grupos armados contra su humanidad y, lo 
más significativo, que se les ilustre sobre la suerte de sus 
seres queridos. El derecho a la justicia concierne al deber 
del Estado de adelantar las investigaciones necesarias que 
conduzcan al esclarecimiento de las violaciones de los de-
rechos humanos y a la identificación de los responsables 
para su procesamiento y su respectiva sanción y condena. 
El derecho a la reparación integral alude a la facultad de 
exigir un resarcimiento adecuado a los daños causados por 
los grupos armados. 
Este último es uno de los derechos más problemáticos 
del proceso de justicia transicional y ha sido objeto de una 
extensa retórica política y jurídica. Con el término integral 
–un todo constituido de partes íntimamente relacionadas–, 
que en los últimos años ha entrado airoso en las legisla-
ciones nacionales e internacionales de derechos humanos, 
315
se quiere indicar las medidas abarcadoras de restitución e 
indemnización material de los daños causados, lo mismo 
que su rehabilitación y satisfacción en los planos morales y 
psíquicos. Estos perjuicios, como se encargó de subrayarlo 
la citada Ley 1592, tienen un amplio espectro, nada fácil 
de medir y evaluar: quebranto emocional, discapacidad 
física, psíquica y sensorial, y menoscabo de los derechos 
fundamentales relacionados con la educación, la salud, la 
vivienda y el trabajo. 
A lo anterior se suma la garantía de no repetición, la 
prohibición de vejar por segunda y tercera vez a la víctima 
por los actos de afirmación y defensa de sus intereses. Esta 
es otra de las dimensiones clave de los procesos de paz. 
¿Cómo evitar la venganza en regiones lejanas por la denun-
cia y el señalamiento de los victimarios?1 ¿Cómo frenar el 
surgimiento de nuevas organizaciones criminales que ayer 
se acogieron a los procesos de paz y que hoy vuelven a cas-
tigar a las víctimas de ayer?. ¿Cómo impedir una próxima 
guerra una vez que se firma la terminación de una confron-
tación?. Aquí hay que atender a la fragilidad de muchos 
pactos afincados en las “lecciones” de la historia. En 1919 
el presidente Wilson propuso la creación de una Liga de 
Naciones para prevenir la beligerancia entre los países, pero 
veinte años después de la Primera Guerra Mundial, donde 
1 La posibilidad de repetición no es, sin embargo, exclusiva de las áreas que 
carecen de presencia del Estado. Es verdad que allí el victimario tiene mayo-
res posibilidades de internarse en las montañas, pero en los medios urbanos 
cuenta con el anonimato de la gran urbe, hecho que facilita el boleteo, la inti-
midación telefónica y la práctica de la ofensa callejera de un desconocido. Un 
ejemplo: en la comparecencia ante la jep del general en retiro Mario Montoya 
por su participación en ejecuciones extrajudiciales (falsos positivos), una de las 
asistentes, madre de uno de los jóvenes desaparecidos, fue objeto de amenazas 
en su celular. “La insultaron y le hicieron saber que la tenían vigilada y que 
no la querían ver más en las audiencias.” Su abogado confesó a la prensa: mi 
cliente “está ante un escenario de revictimización y fundamentalmente de 
ausencia de garantías de no repetición” (El Espectador, 2018). 
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perdieron la vida cerca de diez millones de combatientes 
y siete millones de civiles, Europa se vio cercada por una 
Segunda Guerra Mundial que se llevó por delante sesenta 
millones de seres humanos. Ante los optimismos desmesu-
rados de no repetición, y de una paz “perpetua” después 
de una negociación de alto al fuego, es bueno recordar la 
escasa fiabilidad de las experiencias históricas. Lo que el 
pasado enseña –escribió Hegel con marcado abatimiento 
en sus Lecciones de filosofía de la historia–, es que los pueblos 
y los gobiernos jamás han aprendido algo de la historia ni 
han actuado según las lecciones que pudieran sacarse de 
ella. Cada situación tiene sus propias demandas y el curso 
de los hechos atiende ante todo a los problemas e intereses 
momentáneos de sus actores. La historia apenas se repite, 
si es que alguna vez lo hace. Aquí un principio general se 
diluye hasta el punto de que “poco sirve el recuerdo de otras 
circunstancias parecidas, ya que una pálida remembranza 
carece de toda fuerza contra la viveza y espontaneidad del 
momento"2.
Lo dicho hasta ahora resume la legislación básica sobre 
víctimas. Como es de esperar, los más afectados son los cam-
pesinos pobres, las clases medias del agro y los habitantes 
2 Lo anterior no quiere decir que la historia carezca de utilidad. ¿Carece de todo 
interés saber que ocurrió en los tres siglos coloniales bajo la égida de España? 
El solo conocimiento de las cosas pasadas causa agrado y complacencia, y 
cuando se examinan las consecuencias esperadas o no esperadas de un pro-
ceso de larga o corta duración, se toma conciencia de lo que es capaz de hacer 
un segmento de la humanidad en un momento determinado. El mismo Hegel 
le dedicó libros enteros a la historia de la filosofía, de la estética y de la expe- 
riencia de los pueblos de Oriente y Occidente. Creía que todo esto era útil 
para el acervo de la humanidad. Aquí las palabras de Cicerón (1995, II, p. 14) 
vuelven a tener validez a pesar de la extrema confianza que inspira su magistra 
vitae. ¿La historia?, sí “la historia, testigo de los tiempos, luz de la verdad, vida 
de la memoria, maestra de la vida, mensajera de la antigüedad”. El énfasis en 
la memoria la hace aún más actual para los procesos de justicia transicional, 
especialmente para las labores de la “Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la no Repetición” establecida por los acuerdos 
de paz con las farc.
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de los pueblos pequeños cercados por el conflicto armado. 
Pero aquí solo se ha hablado de las víctimas de la población 
civil y de la Fuerza Pública. También cabe preguntar: ¿Los 
paramilitares y las guerrillas carecen de víctimas?, ¿las pro-
ducen pero no las padecen? Se debe apuntar que sus com-
batientes también provienen de los sectores populares, del 
mismo “pueblo” que nutre las bases del ejército, la policía 
y los contingentes guerrilleros. Sus filas las integran jóve-
nes –hombres y mujeres– reclutados en el campo y en los 
poblados con calles que apenas se diferencian de los atajos 
campestres. Los paramilitares mueren a manos de los gue-
rrilleros y los guerrilleros sucumben por incursiones de los 
paramilitares, del ejército y la policía o por tensiones en su 
seno. Algo similar sucede con los narcotraficantes. Cuando 
no logran penetrar a los paramilitares, a la guerrilla, a la 
policía y al ejército, sufren la arremetida de unos y de otros. 
Siembran cadáveres y entristecen las familias que lactaron 
la niñez y adolescencia de los muertos. 
Esta situación, una manifestación más de los tonos som-
bríos del conflicto armado colombiano, hace más compleja 
la noción de víctima y da lugar a las más diversas elabo-
raciones ideológicas. Ante su construcción social y la aten-
ción favorable que encuentra en la sociedad, los victimarios 
también la usan para legitimar sus acciones. Se definen a sí 
mismos como caídos, como mártires de las incursiones de 
los otros para ofrecer un rostro amable ante la opinión pú-
blica y justificar sus acciones. Saben que las víctimas portan 
un aliento humanitario en las oficinas de derechos humanos 
y una coartada para la represalia, el desquite y la venganza. 
Ofrecer la otra mejilla recomendada por el Cristo de Lucas 
(6,29) y Mateo (5,39) no es conducta de buen recibo en los 
choques bélicos. 
Es lo que surge en múltiples documentos de los alza-
dos en armas y en los mismos actores que dicen proteger 
los derechos humanos con sus acciones de brutalidad y 
atropello. Una investigación reciente constató no pocas de 
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estas respuestas (umaña herNádez, 2018, pp. 195-202). Las 
guerrillas reaccionaron porque se sentían “víctimas” de las 
incursiones de los paramilitares, la policía y el ejército. Lo 
mismo ocurre con los terratenientes, los grandes comer-
ciantes, las empresas nacionales y extranjeras que ayer fi-
nanciaron grupos armados para defender sus propiedades. 
El fiscal general de la Nación, Néstor H. Martínez, declaró 
que si bien en su oficina descansaban, en el 2016, 16.000 
compulsas de procesos contra empresas, “la realidad es que 
la gran mayoría de los empresarios fueron víctimas de la 
extorsión de las farc y de los ‘paras’”. La Fuerza Pública no 
se queda atrás. Documentos de la Defensoría Militar, una 
corporación sin ánimo de lucro que presta atención jurídica 
a los miembros del Ejército Nacional, señaló que “nuestros 
militares así como sus familias también son víctimas y deben 
ser reconocidos y respetados sus derechos a nivel nacional. 
Por ello se ha iniciado un trabajo primordial para que los 
entes judiciales entren a investigar y llegar a fondo sobre 
todos los casos en que nuestros héroes han caído o han sido 
heridos en batalla contra quienes pretenden resquebrajar 
las instituciones legalmente constituidas”. 
Otro tanto sucede con las bacrim, los paramilitares y los 
narcotraficantes cuando están ante los tribunales. En las 
audiencias no está ausente su narrativa, su propio y singular 
relato y justificación de los hechos. El paramilitar “Botalón” 
(Arnubio Triana) declaró ante la oficina de Justicia y Paz 
que sus actividades de autodefensa en la zona de Puerto 
Boyacá justificaban sus operaciones violentas como reacción 
“ante los atropellos de los que eran víctimas en manos de 
los grupos guerrilleros”. El jefe paramilitar Carlos Castaño 
señaló en uno de sus escritos que “a nuestras filas ingresan 
muchachos que por su convicción son antisubversivos, pero 
otros vienen porque han sido víctimas de los excesos de la 
guerrilla”. Estas palabras encontraron eco en su compañero 
de armas Salvatore Mancuso: “Es claro que los que actuamos 
en legítima defensa al servicio de la Patria, debemos tener 
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un trato justo. Hemos sido víctimas de la prolongación del 
chantaje guerrillero durante décadas de abandono por parte 
de un Estado débil e irresoluto. El pueblo colombiano es la 
gran víctima de la subversión y la politiquería”. El temido 
paramilitar “Jorge 40” (Rodrigo Tovar) no se quedó atrás. 
En el proceso que se le adelantó, se interrogó así mismo: 
“¿Quiénes son las víctimas? Nosotros fuimos las prime-
ras víctimas de un ataque y de un olvido. El secuestro, la 
amenaza, el boleteo, la extorsión, el asesinato, la expulsión 
de nuestras tierras empezó contra nosotros por parte de la 
guerrilla y no hubo Estado para defendernos”. 
Estos ejemplos muestran una vez más que en los conflic-
tos la realidad se construye socialmente. “Las cosas se ven 
diferente según donde estemos sentados”, reza un antiguo 
fallo de la sociología del conocimiento. Los implicados en la 
confrontación con severos actos de victimización reclaman 
para sí el estatus de víctima, y proyectan para el otro, el 
adversario, el título de homicida. Para los paramilitares sus 
miembros son unos héroes y el guerrillero un bandido; para 
la guerrilla el paramilitar es un verdugo y sus combatientes 
soldados del pueblo que ofrenda la vida por los humildes. 
Todos resultan víctimas, el agresor y el agredido. Unos por-
que sufren una embestida y otros porque mañana deberán 
afrontar las consecuencias de su inicial y primigenio ataque. 
Los paramilitares surgieron después del persistente saqueo 
e intimidación de la guerrilla en regiones enteras del país; 
son “los hijos bastardos de la guerrilla que nacen como 
reacción a ella y de sus excesos” (SaNtoS calderóN, 2018, p. 
156). Cada uno se siente mártir del contrario, operación que 
termina justificando el desquite, la retaliación y la vendetta 
como medios de alcanzar justicia. Con estas definiciones se 
despoja al rival de toda humanidad y a la supuesta víctima, 
ahora con el estatus de sacrificada, se le abre el paso a la ac-
ción victimaria sin mayores señalamientos y agobios éticos.
320
III. la arItmétIca de laS víctImaS
Las estadísticas de víctimas ofrecen los pliegues de un de-
sastre de gran tamaño. Las cifras tienen fuerza para los 
diseñadores de políticas sociales. Diez, quince o veinte ca-
sos constituyen una contrariedad policial o una pequeña 
dificultad para ser atendida por un discreto consultorio de 
psicología o de trabajo social de barrio. Pero trescientos mil 
sucesos son muchedumbre. Constituyen un problema social 
que demanda la atención inmediata del Estado. Es lo que 
ocurre con las víctimas del conflicto armado, un hecho que 
rasga el orden social y político del país y pone en cuestión 
los sentimientos más profundos del tejido social. Su monto 
ha dado lugar a varias estimaciones y a no pocas contro-
versias. No es fácil cuantificar los asesinatos en el campo, 
los muertos en los encuentros bélicos en las selvas colom-
bianas o los baleados en las confrontaciones del ejército, la 
guerrilla y los paramilitares. ¿Cuántas personas murieron 
en la batalla de Stalingrado? ¿Cuántos lisiados dejó la na-
poleónica Austerlitz? Cuando se suman los desplazados a 
este holocausto los registros alcanzan millones.
Una estadística inicial de víctimas se halla en la tabla 1 
(con su respectivo resumen en la tabla 2). Esta última per-
mite una apreciación más directa del peso y monto de los 
hechos. Los cuadros estadísticos son tediosos a pesar de 
su utilidad para organizar información de interés, como es 
el caso de muertos y heridos de un conflicto armado3. Los 
veinte años que cubren estas estadísticas son relevantes son 
relevantes para entender el alcance de la lucha armada. La 
última década del siglo xx fue el decenio del paramilitaris-
mo, y los primeros diez años del xxI los de la arremetida 
3 Un resumen de estos datos, con información sobre el monto de falsos positi-
vos como modalidad de víctimas creadas por elementos del Ejército Nacional, 
se encuentra en cataño (2017) y en cárdeNaS y vIlla (2013, p. 65). 
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Tabla 1 
Guerrilleros dados de baja con muertos y heridos  
de la Fuerza Pública (1990-2009)
Año Guerrilleros  dados de baja
Fallecidos de la 
Fuerza Pública*
Heridos de la  
Fuerza Pública**
1990 647 589 1706
1991 865 635 1819
1992 1.043 709 1795
1993 796 537 1667
1994 601 548 1786
1995 578 527 1706
1996 652 644 1766
1997 675 655 1949
1998 571 770 1963
1999 790 703 1873
2000 941 710 1751
2001 1452 265 1025
2002 2478 759 2083
2003 1855 670 2009
2004 1524 650 2883
2005 1217 804 2568
2006 1017 749 3108
2007 1213 570 3163
2008 321 340 943
2009 284 397 1.069
Total 19.520 12.231 37.563
Fuentes: * Centro de Estudios para el Análisis del Conflicto y 
** Estadísticas de la Oficina de Memoria Histórica del Ejército Nacional. 
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de la Fuerza Pública contra las guerrillas hasta cercarlas y 
abrir la posibilidad de negociación, que comenzó a tomar 
cuerpo en los diálogos de Europa y de La Habana. Entre 
1990 y 1999 las guerrillas, en enfrentamientos con los para-
militares y la Fuerza Pública, perdieron 7.218 combatientes, 
una sangría considerable para una organización por fuera 
de la ley. Pero en los años siguientes, 2000-2009, las acciones 
alcanzaron las 12.302 bajas, pérdida y quebranto de gran 
significado para una hueste antiestablecimiento. En parte 
esto fue resultado de las nuevas estrategias del Ejército en 
la contención de las acciones guerrilleras. Hubo un uso más 
racional y aplicado de la aviación para evitar los peligros 
de las emboscadas, de los campos minados, de los franco-
tiradores y de los persistentes hostigamientos en caminos 
y veredas a que se veían sujetas las tropas de infantería. 
Junto a esto, el Ministerio de Defensa puso especial cuidado 
en el estado de sus tropas. Vigiló con mayor atención las 
operaciones y se preocupó por incentivar la conducta de 
soldados y oficiales (acNudh-Colombia, 2015, p. 14).
Tabla 2 
Resumen de guerrilleros dados de baja con muertos  
y heridos de la Fuerza Pública (1990-2009)
Años Guerrilleros dados de baja
Fallecidos de la 
Fuerza Pública*
Heridos de la 
Fuerza Pública**
1990-1994 3952 3018 8773
1996-1999 3266 3299 9257
2000-2004 8250 3054 9751
2005-2009 4052 2860 9782
 Total 19.520 12.231 37.563
Fuentes: * Centro de Estudios para el Análisis del Conflicto y 
** Estadísticas de la Oficina de Memoria Histórica del Ejército Nacional. 
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No sobra advertir la otra cara de la moneda: los destrozos 
en las filas del Estado. La segunda columna de la tabla 1 y 
su correspondiente resumen en la tabla 2 ofrecen informa-
ción relacionada con las bajas de la Fuerza Pública, noción 
que comprende la policía nacional y las Fuerzas Militares 
de tierra, mar y aire. Esto suma la totalidad de los recursos 
institucionales de seguridad del Estado que, con la ayuda 
de los tribunales, aspira a ejercer el monopolio de la coac-
ción física para el mantenimiento del orden en el territorio 
colombiano. Las cifras de estas columnas muestran los ho-
rrores de la guerra en el último decenio del siglo xx y en 
los inicios del tercer milenio. Su cuantía refrenda los lutos 
de la confrontación: 19.520 guerrilleros abatidos y 12.231 
efectivos de la Fuerza Pública muertos. Un quebranto bélico 
de 32.000 colombianos en veinte años, y todavía no se han 
sumado las defunciones de la sociedad civil. 
A lo anterior hay que agregar los heridos, noción inquie-
tante que abarca un campo de diverso y señalado peso. Las 
heridas van desde una fugaz cicatriz en el rostro y un leve 
cojear del pie izquierdo, hasta la pérdida total de la vista, 
el oído y las extremidades por causa de una explosión de 
mina antipersonal. Las estadísticas portan de nuevo aquí 
un ímpetu que supera cualquier narración: ¡37.563 heridos 
de la Fuerza Pública en veinte años! (tabla 2). No todos es-
tán impedidos, por supuesto, pero en conjunto constituyen 
una carga de considerable magnitud para cualquier presu-
puesto de seguridad social nacional y para cualquier estado 
psicológico individual o colectivo por normal, estable y 
controlado que sea. Como se sabe, los más afectados son 
los desheredados, las familias de escasos recursos de donde 
proviene el grueso de los soldados del Ejército Nacional.
No se tienen datos para el caso de los alzados en armas. 
Las guerrillas carecen de programas de seguridad social y 
por razones de clandestinidad y honor derivados de la con-
frontación ocultan la información sobre sus lesionados. Los 
curan hasta donde lo permiten las precarias condiciones 
sanitarias de la selva, hecho que sugiere que la mortalidad 
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y morbilidad en sus filas son bastante altas. Y cuando el 
combatiente no es apto para continuar afrontando los rigo-
res de la lucha, se le envía al hogar del que fue arrebatado 
cuando apenas experimentaba la adolescencia. 
Tabla 3  
Distribución de las víctimas del Ejército  
por tipo de acción (2004-2017)
Muertos









Ataques y combates 906 497 482 308 25 2218
Labores de inteligencia – – – 10 4 14
Acción de minas 3 379 295 163 13 853
Francotirador – 30 20 22 11 83
Hostigamiento – 41 90 46 2 179
“Pisa suave” – – – 18 1 19
Plan pistola – – – – 4 4
Total muertos 909 947 887 567 60 3370
Heridos
Ataques y combates 2013 1010 965 676 48 4712
Labores de inteligencia – – – – 8 8
Acción de minas 40 1534 1266 831 67 3738
Francotirador 1 13 21 38 12 85
Hostigamiento – 79 176 149 16 420
“Pisa suave” – – 1 37 – 38
Plan pistola – – – – 3 3
Total heridos 2.054 2636 2429 1731 154 9004
Total general 2927 3583 3316 2258 214 12.374
Fuente: Ejército Nacional de Colombia.
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La guerrilla, los narcotraficantes y las bacrim carecen de 
programas de protección social. Allí nadie se jubila con un 
estipendio para atender a sus necesidades básicas. El cojo 
se queda lisiado de por vida y las heridas de sus combatien-
tes cicatrizarán según lo permita la naturaleza. Sus heridos 
se abandonan o se les atiende con primeros auxilios en los 
hospitales o puestos de urgencia del municipio donde se 
tiene influencia o alguna capacidad de intimidación, pero 
después se les deja a su propia suerte o a los magros cui-
dados de la familia y de sus allegados. 
El analista del conflicto armado Rodolfo Escobedo (1917) 
ha aportado datos más frescos para el caso de las víctimas 
del Ejército. Sus investigaciones han mostrado que entre 
agosto de 2004 y junio de 2017 se presentaron 12.374 casos: 
3.370 muertos y 9.004 heridos, sin contar los secuestrados. 
Estas víctimas surgieron –como se ha dicho– en un escenario 
en el que las Fuerzas Militares del Estado aumentaron sig-
nificativamente los combates contra la guerrilla. Sus bajas 
fueron el costo que debió asumir el Ejército para debilitar 
a las farc, organización que desde la segunda mitad de los 
años noventa había comenzado a operar con grandes efec-
tivos, columnas enteras, contra la Fuerza Pública. 
La tabla 3 refuerza la exploración arrojada por la tabla 1 
y ofrece información valiosa sobre la causa de las víctimas. 
Los combates y los ataques a los convoyes del ejército se 
llevan las cifras más altas de muertos y heridos, pero van 
disminuyendo significativamente a medida que el ejército 
progresa en el control de las regiones y presiona la reti-
rada de las guerrillas. Como respuesta, aumenta el papel 
letal de los campos minados, evidente y manifiesto entre 
2007 y 2015. La guerrilla siembra minas antipersonal en los 
caminos para frenar el avance de la Fuerza Pública en sus 
territorios, y aposta francotiradores para atemorizar a los 
soldados. La tabla 3 también registra la aparición del “pisa 
suave”, el ataque sorpresivo, por lo general con explosivos, 
contra los paramilitares y la Fuerza Pública ejecutado por 
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adolescentes de la guerrilla que se acercan a su objetivo con 
gran sigilo. Arrojan sus granadas en la noche o matan con 
pequeñas armas de fuego a los oficiales de las tropas ene-
migas. Muchos de ellos mueren en acción, son los kamikaze 
de los alzados en armas. Una “pisa suave”, que apenas en-
traba en la adolescencia, relató que una noche asaltó con 
sus compañeros un campamento paramilitar y “asesinaron 
por lo menos a 40 integrantes de las autodefensas”. Refirió, 
además, que desde que ingresó a la guerrilla a los once años, 
“sólo 12 de sus 350 compañeros sobrevivieron” (mahecha 
caStro y rojaS vargaS, 2012). Otro “pisa suave” confesó: 
“Portamos un cuchillo, una pistola, tres proveedores y siete 
granadas. Uno llega, mata al centinela y bota la granada de 
mano donde sea” (Asbnoticias.com., 2015)4. 
Pero el Ejército no ha luchado solo contra las farc a pesar 
de que ha sido su objetivo central. También se ha enfrentado 
con otros alzados en armas. La tabla 4 resume sus víctimas 
según la organización delictiva objeto de coerción y ataque. 
Las farc se toman la delantera en la producción de víctimas 
del ejército (el 87,5%). Si a esto se añade el peso ligero del 
Ejército de Liberación Nacional, el elN (el 9,6%), se puede 
afirmar que el universo guerrillero causó, en los trece últi-
mos años, el 97% de las víctimas de las Fuerzas Armadas. 
Las restantes organizaciones apenas cuentan. El Ejército 
4 El “pisa suave” ha llegado inclusive al cine. La serie de televisión de Netflix, 
Distrito salvaje (2018), un thriller dirigido por el peruano Javier Fuentes-León 
y el colombiano Carlos Moreno, narra las tribulaciones de un desertor de 
las guerrillas que fue reclutado en su niñez y entrenado en las letales tareas 
pisa suave. La cinta muestra, además, las dificultades de inserción, ajuste 
y acomodamiento del que desea integrarse a la sociedad luego de pasar 
buena parte de su vida en un grupo subversivo. El que abandona su hogar 
(su comarca, pueblo o vecindario) y regresa después de diez o quince años 
encuentra un mundo diferente del que dejó tiempo atrás. Él ha cambiado y 
su comunidad ya no es la misma. Es un forastero con una estigma partiular a 
quien se observa con aprensión, temor y recelo. El sociólogo filosóficamente 
orientado Alfred Schutz meditó una y otra vez sobre estas tensiones psico-
sociales en sus Estudios sobre teoría social (1974). 
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Popular de Liberación (epl), el Ejército Revolucionario del 
Pueblo (erp) y el Ejército Revolucionario Guevarista (erg) no 
son propiamente organizaciones guerrilleras, a pesar de que 
las dos últimas nacieron de las entrañas del elN. Estas hijas 
repudiadas fueron sofocadas con rapidez por el Ejército o 
por la acción aniquiladora de otras guerrillas. En su corta 
vida se entregaron de lleno a las transacciones pecuniarias, 
como cualquier Grupo Armado Organizado (gao) dedicado 
a la extorsión, el secuestro y el tráfico de drogas. A los gao 
pertenecen grupos como Los Urabeños y Los Rastrojos, dos 
organizaciones surgidas de las cenizas del paramilitarismo. 
Todos estos “ejércitos” y organizaciones “populares” con es-
carapela “revolucionaria” comparten o compartieron, con 
diferente modulación, los rasgos de las bacrim, las bandas 
criminales asociadas al narcotráfico, el contrabando, la mi-
nería ilegal, las apuestas y la trata de blancas, el mercado 
cosmopolita que elevó el sexo a mercancía5. 
Los datos de la tabla 4 solo aluden, sin embargo, a las 
víctimas de los actores del conflicto armado. Las esta-dísti-
cas de la población civil son aún más problemáticas. A ella 
pertenecen los muertos y heridos de veredas y poblados 
(las masacres), y los que han perdido sus viviendas por la 
destrucción de los pueblos a manos de la guerrilla y de los 
paramilitares. A ellos se suman los desplazados, la masa 
de hombres, mujeres, niños y adolescentes despojados de 
5 A estas organizaciones se deben agregar en la actualidad los Grupos Armados 
Organizados Residuales (gaor), columnas guerrilleras que no se acogieron al 
proceso de paz. El Ejército los tiene en la mira. Los gaor son agrupaciones al 
servicio del narcotráfico y la minería ilegal, carentes de dimensión política 
y menos jerarquizados e integrados que los frentes de las antiguas farc en 
los cuales se formaron y de los que se apartaron. Sus ejemplos más ilustra-
tivos son los de Gentil Duarte (Miguel Botache) en el Meta y Guaviare y los 
del abatido Guacho (Walter P. Arizala) en Nariño. Cuentan con milicias que 
neutralizan las comunidades y proveen el abastecimiento de los combatien-
tes y de los campamentos de estupefacientes, además de ejercer labores de 
inteligencia para el buen funcionamiento de la producción y comercialización 
de la droga.
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sus tierras, sus pertenencias y sus fuentes de trabajo. Cuan-
do se observa este universo es claro que la Colombia de 
nuestros días es muy diferente a la que existía a principios 
del conflicto armado. Las ciudades crecieron y el campo 
se despobló, tras lo cual quedó una estela de desencanto, 
tristeza y fracaso en el corazón de sus antiguos moradores. 
En la esfera política constituyen las oleadas de “pueblo” 
con demandas de programas sociales amplios muy afines 
a los populismos desbocados de nuestros días. 
Tabla 4  
Distribución de las víctimas del Ejército  










Fuerzas Armadas Revolucionarias  
de Colombia (farc) 2683 3244 3001 1869 36 10.833
Ejército de Liberación Nacional (elN) 194 257 231 372 139 1193
Ejército Popular de Liberación (epl) 7 22 31 17 – 77
Bandas criminales (Bacrim) 40 44 33 21 – 138
Grupo Armado Organizado (gao) – – – – 27 27
Ejército Revolucionario del Pueblo (erp) + 
Ejército Revolucionario Guevarista (erg) 3 – – – – 3
Delincuencia común 35 14 19 19 11 98
Narcotráfico 1 2 1 – 1 5
Total 2963 3583 3316 2298 214 12.374
Fuente: Ejército Nacional.
En 2013 el Registro de la Unidad de Atención y Reparación 
Integral del gobierno nacional reportó que 166.069 civiles 
fueron víctimas fatales del conflicto armado desde 1985 
(grupo de memorIa hIStórIca, 2013, p. 32). La información 
se queda corta dado que la legislación solo reconoce la ca-
tegoría de víctima a partir de 1985, decisión que deja por 
fuera 11.238 casos documentados entre 1958 y 1984. Para 
compendiar estas cifras ya de por sí alarmantes, se deben 
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agregar los dígitos de combatientes muertos, que según 
las investigaciones adelantadas por el Grupo de Memoria 
Histórica de la Presidencia de la República, suman 40.787 
entre los años 1958 y 2012. Si ello es así, es posible hablar 
de 220.000 muertos, de los cuales el 81,5% corresponde a 
civiles y el 18,5% a combatientes. Pero aquí no están los 
desplazados, que el mismo Grupo de Memoria tasa entre 
cinco y seis millones de trasumanes por pueblos y ciudades. 
“Si la población desplazada –señala el grupo– fuese concen-
trada en un asentamiento urbano, este se convertiría en la 
segunda ciudad más poblada del país después de Bogotá”. 
Al respecto, el Grupo apuntó en su informe ¡Basta ya!: 
La violencia del conflicto armado tiene una dimensión no letal 
que acarrea consecuencias igualmente graves. Al 31 de marzo 
del 2013, el Registro Único de Víctimas reportó 25.007 desapa-
recidos, 1.754 víctimas de violencia sexual, 6.421 niños, niñas 
y adolescentes reclutados por grupos armados y 4.744.046 
personas desplazadas. El trabajo de Cifras & Conceptos para 
el Grupo de Memoria Histórica reporta 27.023 secuestros aso-
ciados con el conflicto armado entre 1970 y 2010, mientras que 
el programa presidencial de Atención Integral contra Minas 
reporta 10.189 víctimas de minas antipersonal entre 1982 y 
2012 (grupo de memorIa hIStórIca, 2013, p. 33)6.
6 El Grupo de Memoria Histórica (2013, p. 36) registró 1.982 masacres entre 
1980 y 2012, de las cuales 1.166 (59%) fueron perpetradas por paramilitares, 
343 (17%) por las guerrillas, 158 (8%) por elementos de la Fuerza Pública y 
20 (1%) por acciones conjuntas de paramilitares y miembros de la Fuerza 
Pública o por la intromisión de otros grupos armados. Las masacres restan-
tes, 295 (15%), fueron cometidas por grupos armados cuya identidad no se 
pudo esclarecer, pero que en su acción dejaron el rastro del empleo de armas 
largas (fusiles) y el uso de prendas privativas de las Fuerzas Militares. Los 
investigadores definieron masacre como el homicidio intencional de cuatro 
o más personas en estado de indefensión. Son perpetradas en presencia de 
otros como espectáculo de intimidación y acto brutal que ostenta el poder 
absoluto del victimario sobre la víctima. 
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Este es el trazo demográfico de la tragedia conocida con el 
fino y sosegado título de “Conflicto Armado Colombiano”. 
Las víctimas no son aquí casos, son enjambres de almas que 
reclaman justicia, restitución de sus haberes, seguridad y 
apoyo para que no se repita de nuevo el vejamen sufrido. Al 
momento surgen las preguntas derivadas de las leyes sobre 
víctimas resumidas en la parte inicial de este ensayo. ¿El 
Estado colombiano, aun con la ayuda internacional, está en 
condiciones de acoger integralmente a las víctimas? ¿Cuenta 
con los recursos, las facilidades administrativas y las ins-
talaciones para atender un volumen inusitado de hombres 
y mujeres, de niños y niñas, de soldados y combatientes? 
¿Sus hospitales, reformatorios y sitios de reclusión están 
listos para internar a los victimarios, educar a los agresores 
y aliviar el sufrimiento emocional y las limitaciones físicas, 
psíquicas y sensoriales (visual o auditiva) de los lacerados? 
¿Cuenta con el potencial para entregar con prontitud los 
derechos de los inmolados al cónyuge, compañero o com-
pañera permanente o al familiar en primer grado de consan-
guinidad? ¿Posee la voluntad y el poder de disposición de 
emprender un programa de restitución de tierras en zonas 
alejadas donde el Ejército apenas tiene presencia? ¿Está en 
capacidad de preservar la vida de los que retornan a sus 
antiguas moradas? Y aún más, ¿la esfera jurídica, tan dada 
al articulado generoso derivado de los derechos humanos 
de nuestros días, podrá hacer cumplir las normas funda-
mentales asociados a la educación, la salud, la vivienda y el 
trabajo? Las víctimas cuentan cinco o seis millones de seres 
que deambulan por diversas regiones del país en espera de 
un resarcimiento por leve y pasajero que sea. 
Este es el espectro de las víctimas y el marco dentro del 
cual deberán actuar para la consecución de sus reclamos 
a fin de alcanzar una vida mejor o al menos igual a la que 
tenían antes del conflicto armado. Pero las dificultades no 
tardarán en surgir. Se sabe que la justicia animada por el 
Estado es lenta y onerosa. Los lesionados deberán compro-
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bar y legitimar su estatus de víctima y los jueces deberán 
investigar y ponderar los hechos aducidos. Los procesos 
se tomarán su tiempo y los abogados, consejeros y orienta-
dores jurídicos cuestan. Además, los labriegos y moradores 
de aldeas deberán desplazarse a los centros urbanos para 
atender al papeleo de los juzgados. Todo ello exige tiempo 
y unas habilidades mínimas de lectura y escritura. El dere-
cho positivo es cultura escrita, una suma de estatutos y de 
ordenanzas, de reglamentos y de códigos. Las normas están 
abiertas para todos, pero quienes pueden servirse de ellas 
no siempre están en condiciones materiales y psíquicas de 
aprovecharlas. La administración de justicia es costosa para 
el Estado como para quien la busca, hecho que hace que los 
económicamente débiles experimenten –como decía Weber 
(2014, pp. 860-861)– “una denegación real de justicia” por 
condiciones externas a la ley. 
Es verdad que el Estado ha puesto a disposición de los 
económicamente débiles algunas facilidades de orientación 
en los procesos, pero el mundo jurídico formal es extraño al 
mundo campesino y pueblerino y a las ansias de prontitud y 
efectividad de los afectados. Ante la lentitud de los procesos, 
la inoperancia de las oficinas y la escasez de recursos, es de 
esperar que los reclamos de las víctimas se traduzcan en mo-
vimiento social, en exigencia colectiva y pronunciamiento 
de masas en la calle, la plaza pública y las salas de las cortes. 
Y todavía más, bajo la forma del “incumplimiento”, algu-
nos grupos y comunidades tomarán la senda de la justicia 
popular y demás vías no formales para arreglar cuentas con 
los agresores del pasado inmediato. Pero otros volverán a 
sus antiguas andanzas, a la repetición de las acciones que 
tanto combaten las normas de la justicia transicional. Y, tras 
la violencia, la violencia tornará por sus fueros con mayor 
fuerza. Se volverán a tomar las armas y los tratados de paz 
sufrirán cambios o tendrán que ser negociados de nuevo.
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Iv. loS vIctImarIoS eN accIóN
Con todo lo orientadoras y útiles que sean las estadísticas, 
les dicen poco a las víctimas y al lector común. Fastidian a 
pesar de las tragedias que encierran sus dígitos. Computan 
y numeran, suman y restan hechos, pero las angustias de los 
afectados desaparecen de sus columnas y de sus macilentos 
porcentajes. Los números carecen de “alma”, del aliento 
buscado por las víctimas cuando reclaman sus derechos. 
Las estadísticas de los desheredados miden la pobreza, pero 
dejan de lado al pobre, al hombre y la mujer que sufren 
limitaciones de comida, trabajo, vestido y vivienda. Las 
familias no gimen por las muertes aparecidas en las tablas 
del Registro Único de Víctimas de la Presidencia de la Re-
pública, sino por la ausencia de sus hijos y la desaparición 
de sus padres, tíos, hermanos y abuelos. Quieren saber lo 
que sucedió y por qué sucedió, y conocer los agentes que 
promovieron los infortunios. Los cuadros calculan víctimas, 
pero silencian los motivos económicos y políticos que las 
crearon. 
Para no disipar el clima de los sucesos y conferirles vida, 
lo indicado es tornar a los estudios de caso, a las situaciones 
donde los caídos agonizan de verdad y sus herederos, las 
víctimas del momento, los reclaman como sus legítimos he-
rederos. El ejemplo descrito a continuación constituye una 
buena ilustración de lo que las estadística callan y escon-
den. Es una muestra de horror y crueldad de la impotencia 
de las víctimas. Aquí la verdad de un consumado victimario 
cumple una función de purificación interior al saber lo que 
le ocurrió a sus familiares, amigos y allegados. Se trata de las 
confesiones del exparamilitar y narcotraficante Éver Velosa, 
más conocido como H H (Hernán Hernández), homicida 
que antes de ser extraditado a Estados Unidos ofreció infor-
mación valiosa sobre su participación directa en asesinatos 
y desapariciones en diversas regiones del país.
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El prontuario de H H asombra al analista más frío. Nació 
en Trujillo (Valle del Cauca) en 1967 y se vinculó a las auto-
defensas en 1994, a los 27 años. Trepó paso a paso en el seno 
de las autodefensas. Fue comandante del Bloque Bananero 
que operaba en Urabá (Antioquia), entre 1994 y 1997, y a los 
cuatro años siguientes dirigió el Bloque Calima de las auc, 
que operaba en los departamentos del Cauca y Valle del 
Cauca. En todos ellos se vio comprometido en matanzas y 
asesinatos selectivos. Fue el autor de la masacre del Naya, 
en los límites de los departamentos del Cauca y Valle del 
Cauca, en abril de 2001. “Allí hubo días en que matábamos 
a veinte personas”, recordó en una ocasión (ver molaNo 
Bravo, 2009). En los interrogatorios aceptó, además, la res-
ponsabilidad del asesinato de 16 sindicalistas en el dinámico 
municipio de Bugalagrande. Confesó su responsabilidad en 
la muerte de al menos 3.000 personas, de las cuales 1.200 
se cometieron en la región de Urabá en solo doce meses. 
Lo más indicado es cederle la palabra. Su narrativa su-
pera cualquier meditación académica y hace cándidas las 
denuncias de los curtidos organismos internacionales de 
derechos humanos. Como pocos de su clase, H H describe 
los homicidios y los intereses políticos y económicos detrás 
de las incursiones de las autodefensas. En 2008 confesó in 
extenso:
[La verdad]
Esta es una guerra donde ha habido miles de muertos, donde 
ha habido miles de hechos, donde participaron muchas per-
sonas, donde yo como autodefensa desde el año 94 estuve 
en casi todas las zonas del país. Donde tengo que reconstruir 
hechos del Magdalena, La Guajira, Córdoba, Urabá, Cauca, 
Valle, Antioquia. Es algo muy difícil de reconstruir de un día 
para otro. Nosotros no íbamos tomando nota de las opera-
ciones que hacíamos ni íbamos anotando cada persona que 
asesinábamos. Ahora estamos devolviendo el casete, como 
se dice, tratando de organizar todo porque de eso se trata la 
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verdad. Este proceso de Justicia y Paz7 fue creado para las 
víctimas, pero a medida que avanzó se fue desvirtuando y 
yendo para otro sentido que fue la parapolítica y las víctimas 
pasaron a un segundo plano. En mi caso personal siempre he 
dicho que este proceso se hizo para las víctimas y las víctimas 
tienen prioridad. Por eso yo siempre he hablado de la verdad, 
de por qué murió tanta gente en las zonas, por qué surgieron 
las fosas comunes y dónde están, por qué murieron esas per-
sonas. Ahora estamos en la etapa de hablar de políticos, de 
financiaciones, de participación de mucha gente de la socie-
dad, de empresarios, de los que iniciaron la guerra.
En esta guerra perdieron los pobres y nosotros que estamos en 
la cárcel. Nosotros pusimos muertos y el pueblo puso muertos. 
Pero los ricos se beneficiaron. Hay que contar la verdad para 
que esas personas no sigan utilizando la guerra para benefi-
ciarse económicamente. Justicia y Paz está aclarando quiénes 
apoyaron, quiénes financiaron, quiénes se beneficiaron de las 
autodefensas, y yo creo que mucha gente está temerosa de que 
nosotros sigamos hablando.
[Política y autodefensas]
Sobre el tema de la política, y concretamente del senador Juan 
Carlos Martínez8, se están presentando una serie de situacio-
7 H H alude al proceso de desmovilización de paramilitares ratificado por la 
Ley 975 de 2005 conocida como Ley de Justicia y Paz. 
8 Graduado en Administración de Empresas y antiguo comerciante de Buena-
ventura. Nació en Timbiquí, departamento del Cauca en 1970. Inició su carrera 
política en 1997 cuando obtuvo la curul de diputado de la Asamblea del Valle 
por el Partido Liberal, puesto que ocupó hasta el 2000. Dos años más tarde 
llegó al Senado y se hizo reelegir en el 2006. En el 2009 fue capturado por la 
Fiscalía y llevado a la cárcel La Picota tras haber sido señalado por H H como 
colaborador de las auc. Entre tanto, la Corte Suprema de Justicia lo venía in-
vestigando por su relación con el narcotraficante Olmer Durán Ibargüen, alias 
“el doctor”, y los hermanos Húber y Dagoberto González Rivas, responsables 
de las rutas de la droga en el Pacífico. Fue condenado a seis años de prisión y a 
una multa de $3.400.000.000. En el 2016 fue condenado de nuevo por cohecho 
y en el 2018 por enriquecimiento ilícito. Ha reiterado ante la prensa que las 
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nes en el Valle. Varios periodistas están yendo a las cárceles a 
tratar de desvirtuar los hechos con los muchachos que están 
detenidos. Debo entonces adelantar mi versión. Martínez es 
un senador con influencia en Buenaventura, que tiene vínculos 
con el narcotráfico y que nosotros lo apoyamos por pedido 
de algunos amigos que nos pagaban impuestos por salidas de 
narcotráfico. Es un tipo muy poderoso en el Valle. Nuestros 
contactos con el senador Martínez empiezan cuando llegamos 
a Buenaventura en el año 2000. Lo apoyamos en el 2000, en 
el 2002 y en el 2006. Yo mismo di una lista de los barrios que 
controlábamos en Buenaventura, que abarcaban casi la totali-
dad de la ciudad. Allí la votación por el senador Juan Carlos 
se podía verificar, y todo eso se dio con el apoyo nuestro. Lo 
apoyamos por solicitud de narcotraficantes, como Holmes 
Durán y los hermanos González. Esos narcos, que lo conocían 
desde niño y que –como decía– nos pagaban impuestos por la 
droga, nos pidieron el favor de que lo ayudáramos.
También apoyé al senador antioqueño Antonio Valencia9. Él 
fue asesor de Asocomún, una asociación de asociaciones co-
munales de la zona de Urabá que era manejada por el Bloque 
Elmer Cárdenas. Él hizo fórmula con Alberto Jiménez, persona 
que apoyé y que era parte de las autodefensas. Eso fue en 2002. 
Cada Bloque tenía un criterio diferente en la parte política de 
sus regiones. Los políticos nos buscaban y nosotros también 
los buscábamos. Llegar al poder es muy bueno y los políticos 
hacen cualquier cosa para llegar al poder. Nos buscaban para 
acusaciones son invenciones de sus enemigos que lo atacan persistentemente 
por el hecho de ser “negro y pobre”.
9 Condenado por la Corte Suprema de Justicia a 45 meses de cárcel por sus 
conexiones con grupos de autodefensa que operaban en el Urabá antioqueño. 
Las principales pruebas surgieron de los testimonios dados por H H y por 
el paramilitar Freddy Rendón Herrera “el Alemán”, jefe del Bloque Elmer 
Cárdenas (bloque que llevaba el nombre de un reconocido paramilitar ase-
sinado por un guerrillero). Valencia fue asesor de la Asociación Comunita-
ria del Norte de Urabá y Occidente de Córdoba (Asocomun), organización 
manejada por Germán Monsalve, hermano de “el Alemán”. Trabajó con 
Alberto Jiménez, candidato liberal apoyado por las Autodefensas Unidas 
de Colombia (auc) de Urabá. 
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que los apoyáramos sabiendo que éramos ilegales. Una anéc-
dota. En 2005, ya desmovilizados, tuvimos una reunión en San 
Pedro de Urabá con el alcalde, y no nos quiso atender porque 
éramos desmovilizados. Pero cuando estaba en campaña sí 
nos buscaba. Eran los días en que estábamos uniformados y 
enfusilados. No le daba miedo cuando éramos un grupo ilegal, 
y nos necesitaba para que lo ayudáramos con los votos. Pero 
cuando fuimos a buscar apoyo para los proyectos productivos 
de los desmovilizados le dio miedo reunirse con nosotros. Ese 
día, delante del señor de la oea, me salí de casillas y le dije que 
cuando nosotros estábamos en armas nos buscaba en el monte 
y ahora que estamos desmovilizados nos rehuía. Sí, los políti-
cos utilizaron a las autodefensas para alcanzar sus objetivos.
Al respecto deseo narrar otra anécdota. Un señor Darío, del 
Valle, se me escapa el apellido, que era concejal y candidato 
a la Alcaldía de Cali, me fue a buscar a un campamento en 
Timba, Cauca. Llegó y me propuso que lo secuestrara y que 
enviara un comunicado a los medios para él poder ganar po-
pularidad y subir en las encuestas. Inmediatamente llamé a 
Carlos Castaño10 y se lo pasé al teléfono. Él le pegó una vaciada 
y al momento lo echamos de allí. Casualmente, a los ocho días 
lo secuestró el elN.
[Militares y autodefensas]
Lo que he dicho del general Rito Alejo del Río en otras oca-
siones me ha traído muchos problemas11. Hay muchos exmi-
litares que están incómodos con lo que he declarado sobre 
las Fuerzas Militares y las autodefensas. Rito Alejo se reunió 
10 Jefe máximo de las auc que después cayó en desgracia (1965-2004), fue ase-
sinado a los 39 años por su hermano Vicente Castaño. 
11 General retirado del Ejército nacido en 1947, condenado a 25 años de cárcel 
por la muerte del líder chocoano M. López Mena, antiguo comandante de la 
Brigada 17 en el municipio de Carepa (Urabá). Sindicado del asesinato del 
periodista Jaime Garzón y del magnicido de Álvaro Gómez Hurtado. Después 
de varios años de cárcel se sometió a la Jurisdicción Especial de Paz (jep) y en 
la actualidad goza de libertad. 
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con Carlos Castaño y no sé por qué no lo han vinculado a 
ningún proceso. Pero cuando yo era comandante en Urabá y 
él, comandante de la Brigada 17, yo secuestré a dos personas 
dentro de la Brigada que habían sido detenidas por el Ejército.
Las saqué de un calabozo, un señor David y otro. Y todo esto 
con la complicidad del Ejército. Me los llevé en el mismo ca-
rro de la brigada, un Trooper rojo carpado. Los detenidos del 
calabozo eran del quinto frente de las farc. Ellos habían se-
cuestrado a una señora en Buenaventura y el coronel Danilo 
González, en Medellín, nos entera del caso y nos dice que las 
negociaciones del secuestro se están realizando desde Urabá. 
Investigamos y estas dos personas cayeron. Entré a la Brigada, 
las saqué, las llevamos a Buenaventura y los desaparecimos. 
El general Rito Alejo era el comandante de la Brigada.
Rito Alejo bajó mucho donde Carlos Castaño y en muchas 
oportunidades a fincas en límites entre Córdoba y Urabá. ¿En 
ese momento qué buscábamos? La Fuerza Pública estaba muy 
amarrada para poder combatir la guerrilla. Cuando nosotros 
empezamos a combatirla, implementamos los mismos méto-
dos que utiliza la guerrilla contra el Estado y dimos buenos 
resultados. Ahí es cuando el Ejército se vincula con nosotros y 
comenzamos a patrullar y a hacer operaciones conjuntas. Los 
resultados iban en beneficio del Ejército que hacía presencia 
en la zona. Eso era lo que buscaban esas reuniones: permitir 
que las autodefensas pudieran operar. Con el coronel Byron 
Carvajal12 yo patrullé en el año 95 y combatimos la guerrilla, 
con el conocimiento de los comandantes. 
Yo andaba como Pedro por su casa. Entraba a la brigada, al cuar-
tel de la Policía y hacía lo que quería. Yo hablaba con muchas 
personas de la Fuerza Pública. Lo he dicho siempre: nosotros 
éramos ilegales, pero ellos son más culpables que nosotros, 
porque ellos representaban al Estado y estaban obligados a pro-
12 Coronel muy cercano a las auc condenado a más de veinte años de cárcel por 
la masacre de diez policías y un civil en Jamundí (Valle del Cauca) cuando 
desarrollaban un operativo antinarcóticos. 
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teger a esas comunidades. Y nos utilizaban a nosotros para com-
batir a la guerrilla. Su obligación era defender la vida de esas 
personas, fueran o no ilegales. Nosotros cometimos muchos 
homicidios y tenemos que responder. Pero ellos también han 
de responder. En Urabá cuando empezamos, todos los cuerpos 
se dejaban donde se mataba a la gente. Después de un tiempo 
la Fuerza Pública comenzó a presionar. Nos dijeron que nos 
dejaban seguir trabajando, pero que desapareciéramos a las 
personas. Ahí es donde empezamos a implementar las fosas 
comunes. Esto se inició por pedido de la Fuerza Pública por-
que eso subía los índices de mortalidad en los municipios y 
eso no les convenía. Entonces nos dijeron: “desaparezcan y los 
dejamos trabajar”. Y nosotros desaparecíamos.
Toda la Fuerza Pública tenía relación con nosotros. Yo andaba 
libremente en una camioneta Hilux blanca, que llamaban “cami-
no al cielo”, y asesinábamos personas todos los días, en todos 
los municipios del Urabá. Andaba enfusilado con mis escoltas 
enfusilados, y no me capturaban. La única que denunciaba era 
la doctora Gloria Cuartas13. ¿Pero por qué no nos capturaban? 
Porque todos nos apoyaban. En 1994 la Fuerza Pública capturó 
a Mancuso y a “Jorge 40”14 y al momento llamaron a Carlos Cas-
taño. Carlos llamó al coronel Danilo González15 y los liberaron.
13 Trabajadora social nacida en 1960. Fue alcaldesa del municipio de Apartadó 
(1995-1997) y senadora de la República en el 2010. Diecisiete de sus funcio-
narios en la Alcaldía fueron asesinados por los grupos armados de la región.
14 Salvatore Mancuso, también conocido como “Triple Cero”, nacido en Monte-
ría en 1964. Narcotraficante y comandante de las auc. Extraditado a Estados 
Unidos en el 2008. Reconoció su participación en al menos 300 asesinatos. 
En Italia se lo acusa de haber traficado con drogas en unión de la mafia cala-
bresa. Su colega “Jorge 40”, Rodrigo Tovar Pupo, dirigía el Bloque Norte de 
las Autodefensas que operaba en la Costa. Confesó alrededor de 600 crímenes 
mientras estuvo sometido al proceso de Justicia y Paz. En el 2008 fue extra-
ditado a los Estados Unidos por el delito de narcotráfico. 
15 Coronel de la Policía Nacional que llegó a ser jefe de la unidad antisecuestros 
de la institución. Al abandonar la policía amasó una cuantiosa fortuna al lado 
de los carteles del Valle. Fue asesinado en Bogotá en el 2004. En su momento 
la dea le otorgó la más alta distinción por su “abnegada dedicación en la 
localización del criminal más buscado del mundo”: Pablo Escobar.
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[Urabá: negocios y masacres]
Nosotros llegamos a recuperar el control de Urabá en la época 
en que estaba en manos de la guerrilla. Eran los días en los 
que se hacían paros que perjudicaban a las empresas. Los tra-
bajadores cesaban sus actividades cuando los barcos estaban 
afuera esperando el banano y la fruta se perdía. Pero cuando 
llegamos en febrero del 95, no hubo un solo paro más. Yo, per-
sonalmente, iba y obligaba a la gente a trabajar. ¿En beneficio 
de quién?, de estas empresas exportadoras. Por eso yo también 
he dicho que estas empresas deben responder por las víctimas. 
Un senador americano vino a hablar conmigo y me preguntó 
si la plata que nos dieron las bananeras era para matar gente. 
Yo le dije que no era para matar gente específicamente, pero 
que con esa plata sí matamos a muchas personas, porque con 
ella compramos armas, municiones y les dimos alimentación a 
los muchachos. Yo creo que si nosotros, que fuimos partícipes 
de la guerra, en la parte material tenemos que responder en 
la reparación, las empresas que se beneficiaron de esa guerra 
también deben pagar, y no con una cifra precisa, sino con una 
reparación como debe ser, tratando de restablecer el tejido 
social de la zona.
Maté mucha gente, mucha. En general calculo que mis dos 
bloques asesinaron a 3.000 personas o más. Se han generado 
muchas historias sobre los crímenes paramilitares. Yo ingresé 
como patrullero y llegué al Estado Mayor, y pasé por todos 
los estadios, y a mí nunca me enseñaron, en ninguna escuela, 
a descuartizar una persona o a beber sangre o a comerse el 
hígado. Eso no me lo enseñaron. Son cosas que se dan en las 
zonas. Matar gente se vuelve un vicio, como meter perico 
[aspirar cocaína] o fumar marihuana. Hay gente que se deja 
absorber por eso, llegando a límites por fuera de lo normal. 
Pero eso no era una directriz, sino decisiones de los mucha-
chos en el área. Cuando llegamos a Urabá decapitamos a 
mucha gente. Se generó como estrategia para promover terror. 
Nosotros éramos veinte hombres y allá había muchos frentes 
guerrilleros. Entonces utilizábamos situaciones para generarle 
terror a la población, para que nos tuvieran más miedo a noso-
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tros que a la misma guerrilla. Cometimos muchos asesinatos 
por el convencimiento del proyecto antisubversivo. Les pido 
perdón al las víctimas, pero la verdad es que todo va a quedar 
a medias con nuestras extradiciones a Estados Unidos.
Sin duda murieron más inocentes que culpables. La guerra 
es irregular, si no lo fuera, no morirían inocentes. Todas eran 
personas de civil que murieron en los pueblos. Cometimos 
muchos errores en Urabá, porque nos basábamos en informa-
ción que nos daban los comandos populares que eran desmo-
vilizados del epl [Ejército Popular de Liberación]. Y matamos 
mucha gente sólo por el hecho de que ellos los señalaran. Con 
el tiempo nos dimos cuenta de que muchos de los señalados 
era por problemas entre ellos, problemas que nada tenían que 
ver con la subversión y debido a eso, todas esas personas que 
nos engañaron también murieron a manos nuestras. Las co-
munidades también son culpables, porque en algún momento 
llegábamos a una vereda y los convocábamos a la plaza y no 
faltaba el de la comunidad que señalara: “Es el de camisa 
verde”. Y nosotros lo matábamos. La misma comunidad los 
sapeaba. Eso fue un problema porque en un principio nos 
daban información que no era y muchos inocentes cayeron.
En todo ese exterminio de Urabá cayeron muchos miembros 
de la UP, la Unión Patriótica. A muchos de los excomandan-
tes de las auc les ha dado miedo hablar de sindicalistas ase-
sinados. Yo sí lo afronto porque creo que es una verdad que 
necesita el país. Y en Urabá fueron muchos los sindicalistas 
que murieron. En Urabá la UP era manejada por las farc, y 
a esa gente se le mataba no por ser de la UP sino por el nexo 
con la guerrilla. ¿La justicia? Todos teníamos manejo con las 
autoridades de la zona. 
[Autodefensas y narcotráfico]
El objetivo de las autodefensas no era servirle al narcotráfico 
sino ser un grupo independiente para combatir la guerrilla. 
Sin embargo, debíamos buscar un apoyo financiero para las 
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autodefensas del Valle del Cauca. La guerra no se financia 
vendiendo empanadas, y con la plata de la economía legal es 
imposible sostenerla. Así que cuando creamos el Bloque Ca-
lima, en el 2000, nos tocó recurrir a las finanzas ilegales. Nos 
reunimos en la finca de Arcángel Henao (“el Mocho”), y a ella 
asistieron Diego Montoya (“Don Diego”), Hernando Gómez 
(“Rasguño”) y otra serie de narcos. La reunión fue citada por 
Vicente Castaño y Diego Murillo (“Don Berna”). Ahí empe-
zaron los problemas. Una cosa era permitir que el ala narca 
ingresara a las autodefensas y otra que nos financiáramos de 
un negocio del narcotráfico, que en nuestro caso era el cobro 
de un impuesto, y en el Valle siempre nos financiamos cobrán-
doles impuesto a los narcos. Ellos jamás ingresaron a nuestra 
organización, aunque algunos querían pasar por miembros 
de las autodefensas para obtener algunos beneficios. Wilber 
Varela (“Jabón”) tenía, por ejemplo, más negocios con la gue-
rrilla que con nosotros. 
El hecho es que hubo un momento en que Carlos estuvo lide-
rando una negociación macro con el gobierno americano, don-
de estaban incluidos todos los narcos del Valle y casi los de 
todo el país, además de algunas personas de las autodefensas 
vinculadas con el narcotráfico. Se mandó una carta al Estado 
norteamericano donde Carlos ofrecía, voluntariamente, su 
sometimiento y el de muchas personas del narcotráfico. Luego 
se hizo otra reunión en la finca de Rasguño y allá fueron nar-
cos como Juan C. Ramírez (“Chupeta”), Wilber Varela, Víctor 
Patiño (“el Químico”) y el mismo Carlos. Allí se acordó que se 
mandaría la mencionada carta. Yo mismo se la llevé a Diego 
Montoya y después a Danilo González, y ellos la hicieron fir-
mar de otras personas. Pero esta negociación fracasó porque 
comenzaron los problemas de interpretación. Muchas de las 
personas que firmaron decían que nosotros estábamos cata-
logados como terroristas y que eso iba a tener una repercu-
sión negativa en Estados Unidos, país que no negociaba con 
terroristas. Y los narcos comenzaron a retirarse del acuerdo. 
Rasguño fue el que hizo desistir a muchos de ellos de la ne-
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gociación. Sin embargo, al final todos terminaron muertos o 
extraditados sin ninguna negociación previa16. 
[Desplome de las autodefensas]
El daño más grande que nosotros le hicimos al proceso de paz, 
a Justicia y Paz, fue haber matado a Carlos Castaño. El daño 
más grande –repito– que le hicimos nosotros al proceso y a 
nuestros patrulleros y a la gente de las bases fue su muerte y 
la de “Doble Cero”17. Ahora se ve el resurgimiento de nuevas 
bandas. Todo lo que Carlos pronosticó nos pasó o nos está 
pasando. El error de Carlos fue haberse preparado demasiado 
para esa negociación cuando muchos miembros de las auc no 
estaban interesados en una negociación. De nuevo, el error 
más grande fue haberlo matado. Todo lo que él pronosticó 
se ha cumplido. Todo: que íbamos a terminar en la cárcel, 
que las autodefensas serían destruidas, que terminaríamos 
matándonos entre nosotros mismos, que seríamos extradi-
tados. Carlos siempre decía que una negociación verdadera 
tenía que tener participación del gobierno americano porque 
ya no era un problema del Estado colombiano, sino que ya 
había salido de Colombia. Entonces que debía negociarse con 
los americanos. Eso siempre lo dijo Carlos, y desde luego así 
debió ser. El problema de las autodefensas es que en su creci-
16 Todos los narcos mencionados integraron lo que se llamó el cartel del Norte 
del Valle, una organización que surgió después de la muerte de Pablo Escobar 
y de la captura de los hermanos Rodríguez Orejuela, jefes del cartel de Cali. 
Una excepción fue Don Berna, valluno de nacimiento pero de ejecutorias antio-
queñas en Medellín y Envigado, además de antiguo y connotado militante 
de las auc estrechamente vinculado al Bloque Calima. Extraditado a Norte-
américa en el 2008 por los días en que H H desarrollaba sus declaraciones.
17 Carlos Mauricio García (1965-2004) fue abogado y antiguo lancero del Ejército 
Nacional. Uno de los paramilitares más “puros” de las auc. Su objetivo pri-
mordial era la lucha contraguerrillera y al igual que Carlos Castaño, se ganó 
la enemistad de sus compañeros de armas por manifestar su descontento con 
el ingreso de narcotraficantes a las filas de las autodefensas. Su organización 
–el Bloque Metro de Medellín y del oriente y nordeste de Antioquia– tenía 
registradas 12.080 víctimas en el sistema de información de Justicia y Paz. El 
más destacado de sus miembros fue Don Diego, un hombre por el que Estados 
Unidos pagaba la recompensa más alta después de ¡Bin Laden!
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miento se fue vinculando mucha gente que no tenía el sentido 
de pertenencia ni convicción antisubversiva. Entraron porque 
las autodefensas se volvieron un negocio. La idea de Carlos 
de negociar con los americanos tuvo mucho que ver con su 
muerte. El mismo Vicente Castaño reconoció que fue un desliz 
haberlo matado.
Carlos Castaño quería negociar allá y acá con los americanos y 
con las autoridades colombianas. Él decía que el combustible 
de la guerra era el narcotráfico, que había que sacar de alguna 
forma a la gente del narcotráfico para poder mermar la guerra 
en Colombia. El mencionado coronel Danilo González, que 
era una persona muy cercana a Carlos, ayudó en esta tarea. 
Ellos habían trabajado juntos en los días del bloque de búsque-
da contra Pablo Escobar. Pero todo fracasó. Danilo González 
muere por la guerra entre Wilber Varela y Diego Montoya. 
Arranca una guerra a muerte entre ellos porque en el Valle 
había muchos poderes, muchos patrones y tantos poderes y 
tantos jefes no cabían en un departamento tan pequeño. El 
narcotráfico acabó con las autodefensas; se tiró el proyecto an-
tisubversivo. Carlos lo decía: a las autodefensas del Magdalena 
Medio las partió el narcotráfico cuando llegaron Pablo Escobar 
y Gonzalo Rodríguez Gacha. Acabaron con las autodefensas, 
mataron gente, a casi todos los antiguos comandantes. Carlos 
lloraba cuando supo que había sido pedido en extradición 
por Estados Unidos. Decía que no era justo, ya que él era la 
persona que más había estado en contra del narcotráfico en las 
autodefensas. Él combatía el narcotráfico de frente y afirmaba 
que su extradición era sobre todo un asunto político. 
No fracasamos ante las guerrillas. Hoy, 2008, no son tan fuertes 
como antes. Cuando nosotros empezamos en las auc, la guerri-
lla tenía el control de todo el país, en el Urabá especialmente. 
Hoy en día la guerrilla está en sectores marginales. En ese 
sentido el movimiento de las autodefensas no fracasó. Con 
solo observar cuántos empresarios, cuántos militares y cuántos 
políticos hay en la cárcel por vínculos con nosotros, nos damos 
cuenta del crecimiento y la penetración de las autodefensas 
en el país. Yo creo que fue un éxito total. El fracaso fue la ne-
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gociación con el gobierno y el problema del narcotráfico, este 
último el verdadero acabose de las autodefensas.
No estábamos preparados para una negociación. Los únicos 
que lo estaban eran Carlos y Mancuso. Pero nos faltó madurez 
política para afrontar la negociación. Hubo muchos reparos al 
proceso de paz con las auc. La paz se hace con los enemigos, 
no con los amigos, y de alguna manera las autodefensas eran 
amigas del Estado. Si esa hubiera sido una negociación de “yo 
con yo”, estaríamos todos en la calle. Pero estamos presos, 
unos extraditados. No fue una negociación de “yo con yo”. 
Fue una negociación donde el Gobierno buscó lo que quería 
y lo logró. Y nosotros perdimos. Porque negociamos mal, por-
que no firmamos acuerdos; no se fue claro con lo que iba a 
pasar en el postconflicto. ¡Y cómo estamos!, unos en la cárcel y 
otros extraditados. Otros muchachos se están rearmando por 
falta de oportunidades. La mayoría de la gente que está en la 
guerra no está por voluntad, sino porque no hay que hacer. 
La guerra se volvió una bolsa de empleo. Creo que faltaron 
más compromisos del Gobierno para generarles condiciones 
a los muchachos que se desmovilizaron. En la civilidad ellos 
no han encontrado ninguna posibilidad. No estábamos pre-
parados para negociar y ahora lo vivimos en carne propia. El 
Gobierno no nos prometió nada que no nos haya dado. En este 
momento nos está dando lo que negociamos, que fue nada. 
Por ejemplo, nunca se pactó la no extradición. En nuestra 
situación, o terminamos en la cárcel o muertos; es el destino 
que nos espera. 
[La verdad y las víctimas] 
Las grandes víctimas son las que se van a quedar sin conocer 
muchas verdades, con muchos familiares desaparecidos. Han 
querido hacer ver que la reparación es solo asunto de dinero, 
y la verdadera reparación es la verdad. Esto lo hemos asu-
mido todos con distinto compromiso. El termómetro de esto 
son las víctimas, y yo lo he asumido con responsabilidad, y he 
tratado de darle respuesta a las víctimas. Yo me he vinculado 
a cientos de hechos en los que la justicia no tenía idea de que 
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yo había participado, y muchos de connotación nacional, como 
la masacre del Aracatazo18, como en el caso de la muerte de 
las personas que secuestré en la brigada. Hay que contar la 
verdad, porque de esta guerra sólo se beneficiaron los ricos 
de este país. En esta guerra perdieron los pobres y nosotros 
que estamos en la cárcel. Nosotros pusimos muertos y puso 
muertos el pueblo. Pero los ricos se beneficiaron. Hay que 
contar la verdad para que esas personas no sigan utilizando 
la guerra para beneficiarse económicamente. 
En las Autodefensas hay dos clases de comandantes: unos 
que participamos en la guerra y que la hicimos, y otros que 
se vestían de comandantes y ordenaban a otras personas a 
hacer la guerra. Hace poco les pedí perdón a cinco madres 
por la desaparición de sus seres queridos que arrojamos al río 
Cauca en el año 2000. Una de las madres me dijo que no me 
perdonaba, y yo le contesté lo siguiente, y es algo que siento de 
verdad: “Si no he sido capaz de perdonarme yo mismo, ¿cómo 
esperar que una madre a quien le quité su hijo me perdone?”19. 
Según declaración juramentada del detective de la Drug 
Enforcement Administration (dea) John Barry, tomada el 
31 de agosto de 2007, “Everth Velosa (H H) participó en 
una organización criminal dedicada al tráfico de cocaína 
cuando cobraba un impuesto por cada embarcación tipo 
lancha rápida que salía del área bajo su control. Las em-
barcaciones cargaban mil o dos mil kilogramos de droga 
rumbo a México, Guatemala o Panamá con destino final 
a los Estados Unidos”. Los norteamericanos estaban muy 
interesados en llevarse a un narcotraficante para esclarecer 
el mercado de estupefacientes, y los colombianos, en tener-
18 Ocurrida el 12 de agosto de 1995. Lleva el nombre de la cantina El Aracatazo 
del municipio de Chigorodó (Antioquia), donde fueron asesinadas veinte 
personas, la mayoría de ellas simpatizantes de la UP. 
19 El Espectador, “H H se confiesa”, 2 de agosto de 2008. Se han agregado los 
subtítulos para facilitar el manejo de los temas abordados por H H.
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lo en el país para continuar con los relatos de matanzas, 
desaparecidos, fosas comunes y despojo de campesinos 
de sus tierras. Triunfó la solicitud de la declaración jura-
mentada del detective John Barry. Con esta victoria de la 
dea, los colombianos quedaron, una vez más, a la espera 
de mayores informaciones sobre la suerte de las víctimas 
de un conflicto armado que se tomó media centuria entre 
el siglo xx y el amanecer del tercer milenio. Al evadirse del 
país con el socorro de los funcionarios de la Drug Enfor-
cement Administration, H H se llevó consigo los demás 
secretos de sus tropelías, pues –como él mismo se encargó 
de señalarlo– todavía le faltaban por reconstruir hechos 
del Magdalena, La Guajira, Córdoba, Urabá, Cauca, Valle 
y Antioquia. 
Los muertos de H H son las víctimas de carne y hueso, 
los seres que enlutan las viudas del conflicto armado interno 
colombiano. Luego de escuchar sus declaraciones sabemos 
que “todo lo que es, es posible”. Si alguien lo considera 
improbable, debe acercarse con mayor detenimiento al es-
tudio de lo que son capaces de hacer los humanos contra 
sus semejantes. 
Aquí es donde surge de nuevo el papel de la verdad que 
acompaña al derecho de justicia y reparación. La verdad es 
el reclamo legítimo de saber lo que sucedió y las razones 
de por qué fue así y no de otra manera. Los recuerdos y las 
suposiciones no resueltas alteran el ánimo y la mente. En 
medio de su crudeza H H ha contribuido ejemplarmente 
a lograr ese deseo consignado en la Ley 1448 de 2011: “el 
derecho a la verdad”. Muestra cómo sucedieron las cosas 
y tras ello nos abre la posibilidad del descanso y de la pur-
gación aristotélica, la operación psíquica mediante la cual 
encontramos el reposo. Es liberación y superación de la 
ansiedad, la inquietud y la zozobra. Cuando se es presa de 
la aflicción y la amargura, del desconsuelo en una palabra, 
se pierde el albedrío, la voluntad. La tragedia, imitación 
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y recreación de una acción esforzada, amplia y fuera de 
lo común, apuntó el estagirita en La Poética (1974, p. 145), 
produce un efecto perturbador en el corazón del contem-
plador. Pero una vez pensado, decantado, el efecto resulta 
en catarsis, en enriquecimiento y purificación del alma20. Es 
lo que sucede con la verdad esquivada. Cuando se conocen 
los hechos y se tiene conciencia de ellos, se traducen en 
alivio, en asimilación de experiencias para continuar con 
el forzoso camino de seguir viviendo21.
20 Algo parecido podría decirse de la música, de cierta música al menos. El 
mismo Aristóteles lo sugirió al final de La política, en el capítulo vII del libro 
octavo. Allí escribió o dictó: “[la música] puede usarse para la catarsis”, para 
el relajamiento y descanso de la tensión. Y agregó que en las personas domi-
nadas por la pasión y el terror se operará, mediante una amable melodía, 
“cierta purificación y se sentirán aliviados con placer” (arIStóteleS, 1981, pp. 
333-334). La mayoría de los traductores de Aristóteles usan “purificación” 
o “purgación” en lugar de “catarsis”. Emplean los sinónimos en lugar del 
vocablo maestro. Cabe recordar además, que para Aristóteles las artes son 
imitación, mímesis, recreación de experiencias humanas; trazos ingeniosos 
de caracteres, tradiciones y costumbres que en el laborioso trabajo de los 
escritores terminan en “pálidas sombras de la realidad” (roSS, 1957, p. 395).
21 El cine ha explotado esta situación en diversas ocasiones. Galveston, de la 
francesa Mélanie Laurent (2018), basada en una novela del mismo título del 
norteamericano Nic Pizzolatto (2014), es un buen ejemplo. Una niña, abusa-
da por el amante de su abuela, es dejada al cuidado de dos ancianas. Crece 
en adopción y, por largo tiempo, busca sin descanso al hombre que sabe le 
puede aclarar las incógnitas de su pasado. Veinte años después lo encuentra 
y le implora que le narre la historia de su hermana mayor que la protegía y 
que desapareció de un día para otro. Él, un antiguo matón que acaba de salir 
de la cárcel, le comunica que la persona que ella creía ser su hermana era en 
realidad su madre. Semanas antes de su muerte, violada y asesinada por unos 
rufianes, había ultimado a su padrastro al saber que había mancillado a su 
hija de tres años y medio. 
 En este escenario el que relata y el que escucha se ven seriamente compro-
metidos. Es una relación del todo o nada entre dos seres que los une el peso 
de un ayer, de una verdad a la que es necesario acceder para alcanzar una 
existencia sosegada. El personaje central de la novela de Pizzolatto, el mismo 
del papel protagónico del film de la señora Laurent, concluye: “le cuento todo 
y dejo que ella asimile lo que acabo de decirle y le doy un poco de tiempo para 
que se recomponga. Ella se tapa la boca y su rostro parece desmoronarse y 
hundirse como un castillo de arena barrido por la marea” (pIzzolatto, 2018, 
p. 280). Ahora la joven sabe lo que le ocurrió a su ser querido, a la pretendi-
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